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Ministerio de Defensa Nacional

República de Colombia


PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

“POR EL CUAL SE ADICIONA UN ARTICULO A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA”

El Congreso de Colombia

DECRETA:
Articulo 1. Adiciónese a La Constitución Política el siguiente artículo. 

“Artículo 246A.- La Justicia Penal Militar estará integrada por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro quienes conocerán de la investigación, calificación y juzgamiento conforme al fuero penal militar y al Código Penal Militar. El personal civil podrá participar dentro de la Justicia Penal Militar en las etapas de investigación, calificación y acusación.

La ley regulará lo relativo a su organización y funcionamiento.
Articulo 2. Vigencia. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.

JUAN MANUEL SANTOS C. 

Ministro de Defensa Nacional   

                                         EXPOSICIÓN  DE  MOTIVOS

La Justicia Penal Militar encuentra su principal justificación en la voluntad del Constituyente a lo largo de la historia de nuestro país, de crearla como una jurisdicción especializada y excepcional que juzga a los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo que cometen delitos relacionados con el servicio.

En Colombia se adoptó constitucionalmente la teoría de la tridivisión del poder público (artículo 113 de la Constitución Política), estableciendo como las ramas del mismo, la legislativa, la ejecutiva y la judicial, y adicionalmente a los órganos que las integran, existen otros autónomos con separación de funciones, pero a su vez con armónica colaboración para el cumplimiento de los fines propios del Estado social y democrático de derecho. 

En este sentido en nuestra actual Constitución Política, la justicia es regulada como un valor esencial del orden político, económico y social justo, que instituye el Estado Social de Derecho, vital para la convivencia pacífica, garantizador y regulador de los derechos de las personas, cuya realización está confiada a la administración de justicia entendida como una rama orgánica y funcional. 

El artículo 116 de la Constitución Política de 1991, establece que administran justicia: la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales, los Jueces y la Justicia Penal Militar. De manera excepcional y bajo los condicionamientos indicados en tal norma, se confiere la misión de administrar justicia al Congreso de la República, a determinadas autoridades y a los particulares.

La Constitución Política en sus artículos 246 y 247, al regular las jurisdicciones especiales reconoce también la función de administrar justicia a las autoridades de los pueblos indígenas y a los jueces de paz. 

Según lo establece el artículo 221 de la Constitución Política, los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con dicho servicio son de competencia de las Cortes Marciales o Tribunales Militares. Dichas Cortes o Tribunales según lo establece el Acto Legislativo No. 02 de 1995 estarán integradas por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 

Como lo manifestó la Corte Constitucional en su Sentencia C-676 de 2001 la Justicia Penal Militar constituye una excepción a la regla general que otorga la competencia del juzgamiento de los delitos a la jurisdicción ordinaria, indicando que este tratamiento particular que se despliega tanto a nivel sustancial como procedimental, encuentra justificación en el hecho de que las conductas ilícitas sometidas a su consideración están estrechamente vinculadas con el manejo de la fuerza; y a que los sujetos activos que incurren en ellas están subordinados a reglas de comportamiento extrañas a las de la vida civil.

La misma Corte Constitucional en reiterados pronunciamientos
 ha señalado que la Justicia Penal Militar hace parte de la Rama Ejecutiva del Poder Público. Sobre este particular en la Sentencia C-037 de 1996 mediante la cual se sometió a revisión el Proyecto de Ley Estatutaria de la Administración de Justicia el alto tribunal al conocer el contenido del artículo 11, literal f) del Proyecto de Ley que establecía que la jurisdicción penal militar hacía parte de la Rama Judicial, indicó: “al respecto baste manifestar que este es uno de los casos en que a pesar de que se administra justicia (artículo 116 y 221 CP), los jueces penales militares no integran esta rama del poder público, pues  -conviene repetirlo- no se encuentran incluidos dentro de los órganos previstos en el Título VIII Superior”. Concluyó la Corte que: “al ser indiscutible entonces, que los jueces penales militares no tienen porque hacer parte de la Rama Judicial, esta Corporación deberá declarar la inexequibilidad del literal f) del artículo 11 bajo revisión”. En este punto es de destacar que este pronunciamiento fue hecho a la luz de la norma constitucional y del Decreto 2550 de 1988, Código Penal Militar vigente para la época. 

Así mismo, mediante Sentencia C-368 de 1999 el Alto Tribunal señaló que la Justicia Penal Militar es regulada de manera específica por el artículo 221 de la Constitución Política. Además, que si bien la Justicia Penal Militar administra justicia, ella no hace parte de la Rama Judicial del Poder Público, lo que ha conducido a concluir que la Constitución concede un amplio margen de discreción al Legislador para determinar la estructura y los procedimientos propios de esa justicia. 

El Honorable Tribunal Constitucional en Sentencia C-361 de 2001 estableció que si algún órgano, organismo, funcionario o persona, no forma parte de la estructura a la que se refiere el Título VIII de la Carta aunque administre justicia, no formará parte de la Rama Judicial. Tal es el caso de las personas que conforman la Justicia Penal Militar y entre ellas los fiscales llamados a actuar en las causas que en esa jurisdicción se ventilen.      

Así mismo mediante Sentencia C-1149 de 2001 se estableció que si bien de acuerdo a nuestra Carta Política “la jurisdicción penal militar” orgánicamente no integra o no forma parte de la Rama Judicial, si administra justicia en los términos, naturaleza y características consagradas en el artículo 228 ibídem. 

De igual forma, en el pronunciamiento efectuado mediante Sentencia C-178 de 2002 la Honorable Corte Constitucional reiteró que a pesar que la Justicia Penal Militar no forma parte de la estructura orgánica de la Rama Judicial, ella administra justicia respecto de aquellos delitos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 

Posteriormente, en Sentencia C-171 de 2004 se determinó que pese a administrar justicia bajo los supuestos sustanciales de respeto al debido proceso, imparcialidad, independencia, autonomía y sometimiento a la voluntad de la ley, la jurisdicción penal militar no hace parte de la rama judicial del poder público pues no se encuentra incluida dentro de los órganos enunciados en el Título VIII de la Constitución Política. 

En materia de administración de justicia la Honorable Corte Constitucional ha expuesto en Sentencia C-879 de 2003 que todos los ámbitos especializados de la Rama Judicial consagrados en el Título VIII de la Carta son y deben ser independientes, autónomos y sometidos solo a la ley. Así, si bien la jurisdicción es un ámbito del Poder Público que debe colaborar armónicamente con las demás ramas del Poder Público con miras a la realización de los propósitos estatales, ella es independiente en tanto no está funcionalmente sometida a ninguno de ellos; autónoma, por cuanto está dotada de las herramientas que le permitan funcionar por sí misma y está sometida solo al imperio de la ley, pues los juicios de conveniencia política, a los que es legítimo acudir en otros contextos, son ajenos a la fundamentación de sus decisiones. 

Así las cosas, la independencia, autonomía y sometimiento a la ley de las diferentes jurisdicciones, opera como uno de los fundamentos de la estructura del Poder Público en la democracia constitucional colombiana.

Teniendo en cuenta la diferente jurisprudencia de la Corte Constitucional, el Gobierno Nacional pretende a través de una Reforma Constitucional, incluir a la Justicia Penal Militar, como corresponde a las democracias modernas en un Estado Social y Democrático de Derecho, dentro de la estructura orgánica de la Rama Judicial, en el caso particular de nuestro país, en el Título VIII Superior, dándole así la connotación de una jurisdicción especial, ubicándola en el capítulo V  con la jurisdicción indígena y los jueces de paz.

Lo anterior teniendo en cuenta que para la comunidad jurídica nacional e internacional el hecho de que la Justicia Penal Militar pertenezca a la Rama Ejecutiva del Poder Público, le resta independencia y autonomía, y en consecuencia sus fallos son considerados como simples medidas administrativas y no como fallos que hacen tránsito a cosa juzgada por medio de los cuales se administra justicia. 

Es claro que esta disposición que consagra el fuero militar no puede ser analizada en forma aislada sino de conformidad con los principios valorativos y orgánicos de la Carta, razón por la cual sus diversas disposiciones deben ser interpretadas en forma sistemática, articulada y armonizadas entre sí, puesto que la Constitución debe ser entendida como un todo orgánico y coherente, por lo tanto, el alcance del fuero militar debe ser determinado tomando en su consideración los principios que orientan el régimen constitucional colombiano y las competencias de los otros órganos de poder (Artículo 113). 

Así las cosas, la Reforma Constitucional que se pretende adelantar sólo incluye a la Justicia Penal Militar como jurisdicción especial y como parte orgánica de la Rama Judicial, como lo consagran hoy en día Constituciones como la española, la venezolana y la sueca.  

Con la presente reforma a la Constitución Política se busca: 1) Fortalecer y privilegiar la independencia de la Justicia Penal Militar, 2) Conservar su especialidad en el conocimiento de los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio, 3) ubicarla dentro de la Rama del Poder Público que le corresponde dentro de la estructura del Estado, 4) Superar la discusión sobre la naturaleza de los fallos de la Justicia Penal Militar y 5) Dotar de un régimen propio al Cuerpo de la Justicia Penal Militar que sea coherente con el ejercicio de la función jurisdiccional.

No obstante lo anterior, el Gobierno Nacional, en atención a que en la actualidad muchos de los funcionarios judiciales que administran Justicia Penal Militar son civiles, en aras de proteger sus derechos, se ha previsto en el Proyecto de Acto Legislativo que se presenta, contenga un parágrafo transitorio de estabilidad para el personal civil que se encuentre vinculado al momento de entrada en vigencia del mismo, hasta tanto concurran en ellos las causales de retiro previstas en la ley. 

Sin duda alguna, con esta reforma Constitucional se está dando el primer paso dentro del proceso de fortalecimiento y reforma de la Justicia Penal Militar el cual busca principalmente que sus fallos sean reconocidos por la comunidad jurídica nacional e internacional como el producto de un sistema de administración de justicia adecuado y eficaz por excelencia, empero a su  vez, a garantizar la independencia y transparencia de los jueces penales militares que tanto reclama.

JUAN MANUEL SANTOS C.

MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

� Sentencias C-676 de 2001 y C-037 de 1996.
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